Acción de tutela de segunda instancia 
Radicación: 66001 31 07 001 2018 00108 01
Accionante: Luz Dary Navia Bravo
Accionadas: ESIMED S.A. y Min. Trabajo
Asunto: Confirma decisión 

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
MÍNIMO VITAL / PAGO DE SALARIOS Y APORTES A SEGURIDAD SOCIAL / CAUSALES DE IMPROCEDENCIA ESPECÍFICA DE LA ACCIÓN DE TUTELA / PROCEDENCIA EXCEPCIONAL DE LA TUTELA EN ESTOS CASOS.
… la Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez; la  tutela contra sentencias de tutela y la tutela temeraria. (…)
Esta Colegiatura debe reiterar que conforme a los precedentes jurisprudenciales constitucionales, la acción de tutela no es procedente para obtener el pago de acreencias laborales por cuanto ese es un debate que debe resolverse ante el juez ordinario, salvo que se pruebe una afectación al mínimo vital del peticionario.  Al respecto, la Corte Constitucional ha señalado que: “por regla general, la pretensión vinculada con la cancelación de acreencias laborales es improcedente por la vía del juicio de amparo, por cuanto en el ordenamiento jurídico se prevén otros mecanismos de defensa judicial para resolver este tipo de controversias, ya sea ante el juez ordinario laboral o ante el juez contencioso administrativo…
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1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación interpuesta por la señora Luz Dary Navia Bravo frente al fallo emitido el 9 de noviembre de 2018 por el Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira dentro de la acción de tutela instaurada en contra de Estudios e Inversiones Médicas ESIMED S.A. y el Ministerio de Trabajo por considerar vulnerados los derechos fundamentales al mínimo vital y la vida digna.
2. ANTECEDENTES 

2.1. Informó la señora Luz Dary Navia Bravo que el 1º de julio de 2009 ingresó a  laborar a la empresa Estudios e Inversiones Médicas S.A. – ESIMED como  auxiliar de enfermería, con un salario mensual de $841.260. 
Dicha empresa desde el de febrero de 2018 viene pagando salarios atrasados, debiéndole lo correspondiente a la quincena del 30 de septiembre y la primera de  octubre de 2018 por concepto de salario, y los meses de marzo, julio, agosto, septiembre por concepto de recargos (nocturno ordinario, festivos diurnos y nocturnos, cesantías, pago de vacaciones octubre 2016- 2017), así como el pago de parafiscales desde hace dos meses.
Señaló que del salario que devenga dependen  ella y su familia, toda vez que no cuenta con otros medios económicos. Además, por esa razón se encuentra en mora del pago de los aportes pensionales, no tiene cobertura en seguridad social y no se puede afiliar a ninguna EPS.

Solicitó: i) la protección de sus derechos fundamentales vida digna, seguridad social, igualdad, derecho a la subsistencia, dignidad humana, al trabajo en condiciones dignas y justas, a las garantías sociales y en especial a la protección al mínimo vital, ii) ordenar a la entidad demandada que en un plazo perentorio que considere el juzgado, efectúe el pago a la seguridad social en salud, pensión, ARL y parafiscales al que tiene derecho.  Así como los salarios que se le adeudan; iii) ordenar a la empresa accionada que expida las copias sobre el cumplimiento del pago de su salario y de los aportes a la seguridad social, iv)  ordenar al Ministerio de Trabajo que realice acompañamiento y verificación del cumplimiento de decisiones adoptadas en la sentencia de tutela y v) comunicar esta decisión a la Defensoría del Pueblo y a la Procuraduría General de la Nación para que ejerzan la vigilancia administrativa que corresponda a cada una según sus competencias  (Fls.1-8).
2.2. Se tuvieron como pruebas las allegadas con la demanda de tutela (Fls. 8 a 25).
3. SÍNTESIS DE LA RESPUESTA A LA DEMANDA
3.1. ESIMED S.A. 
Consideró que la acción de tutela no procede en este caso debido a que para el pago de las acreencias laborales es importante que exista un perjuicio irremediable, lo cual no fue verificado por la actora en el entendido de que no acreditó que el salario es el único ingreso que se tiene y que su no pago afecta gravemente el mínimo vital.  Además, indicó que la vulneración o la amenaza de los derechos fundamentales de la actora ha sido superada, por cuanto su pretensión ha sido satisfecha. Por lo tanto, solicitó declarar improcedente la presente acción de tutela (Fls. 33-35)
4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 9 de noviembre de 2018, el Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta capital resolvió negar por improcedente el amparo invocado por la señora Luz Dary Navia Bravo, al  considerar que existe un mecanismo ordinario idóneo y eficaz donde se puede dirimir este tipo de controversias.  Además, por cuanto no se tiene conocimiento de que exista alguna circunstancia que impida esperar los resultados de un proceso ordinario, ni se observó que la accionante esté  aquejada por una enfermedad grave que haga urgente la protección de los derechos fundamentales o una afectación inminente a su mínimo vital (Fls. 36-38).

El 16 de noviembre de 2018 la accionante fue notificada personalmente del fallo anterior y en el acta consignó “si impugnación” (Fl. 39).
5. CONSIDERACIONES DE LA SALA

5.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

5.2. PROBLEMA JURÍDICO Y SOLUCIÓN AL CASO EN CONCRETO 

Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales o si hay lugar a revocarla,  tal como lo solicitó la entidad demandada. 

5.3.  La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

5.4. Sea  lo primero indicar que la Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
;  la  tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

5.5.   DEL CASO EN CONCRETO

5.5.1.  En el caso sub examine, la señora Luz Dary Navia Bravo acudió al juez de tutela por considerar que la empresa Estudios e Inversiones Médicas ESIMED S.A. vulneró sus derechos fundamentales a la seguridad social, vida digna y mínimo vital al adeudarle su salario como auxiliar de enfermería, además, de los aportes de seguridad social dejados de cancelar.

5.5.2.  Esta Colegiatura debe reiterar que conforme a los precedentes jurisprudenciales constitucionales, la acción de tutela no es procedente para obtener el pago de acreencias laborales por cuanto ese es un debate que debe resolverse ante el juez ordinario, salvo que se pruebe una afectación al mínimo vital del peticionario.  Al respecto, la Corte Constitucional ha señalado que
: “por regla general, la pretensión vinculada con la cancelación de acreencias laborales es improcedente por la vía del juicio de amparo, por cuanto en el ordenamiento jurídico se prevén otros mecanismos de defensa judicial para resolver este tipo de controversias, ya sea ante el juez ordinario laboral o ante el juez contencioso administrativo, dependiendo de si la vinculación de un servidor público –como ocurre en el asunto bajo examen en el que la accionante tiene la condición de Personera– se realizó mediante contrato de trabajo o por relación legal y reglamentaria. Sin embargo, de manera excepcional, se ha contemplado la viabilidad del amparo para obtener la realización de este tipo de acreencias, cuando por virtud de su desconocimiento se afectan los derechos fundamentales de los accionantes, concretamente el derecho al mínimo vital.”    (Subrayas nuestras)
5.5.3.  En relación a la inminencia de un perjuicio irremediable y a la afectación del mínimo vital por el no pago de prestaciones sociales, la Corte Constitucional en la Sentencia T-008 de 2015 señaló que: “Específicamente, en lo que tiene que ver con la comprobación de la inminencia de un perjuicio irremediable que justifique la procedencia de la acción de tutela, con el fin de obtener el reconocimiento y pago de prestaciones sociales, la Corte ha “utilizado criterios como (i) la edad del actor(a) para ser considerado(a) sujeto de especial protección por ser una persona de la tercera edad, (ii) el estado de salud del (la) solicitante y su familia, y (iii) las condiciones económicas del peticionario(a)
. Adicionalmente, la Corte ha exigido que se haya desplegado cierta actividad procesal administrativa mínima por parte del interesado(a)
.”
 
Entonces, la acción de tutela puede interponerse excepcionalmente para solicitar la cancelación de acreencias laborales siempre que “se logre establecer en cada caso en concreto que los mecanismos ordinarios de defensa no son idóneos o eficaces para la protección de los derechos fundamentales de los actores, cuando lo que se pretende es evitar la consumación de un perjuicio irremediable, o porque el incumplimiento de las obligaciones a cargo del empleador está afectando el derecho al mínimo vital de los trabajadores tutelantes. Lo anterior, por cuanto las dificultades financieras, las prácticas discriminatorias en el pago, los cambios de legislación o la existencia de un aspecto formal que afecte el mínimo vital de un trabajador y su núcleo familiar, no puede constituirse en un obstáculo o requisito adicional para obtener por parte de los trabajadores su legítimo derecho a las cesantías”
.
De cara a las consideraciones expuestas considera la Sala importante destacar que el mínimo vital es un derecho fundamental protegible por medio de la acción de tutela, consistente en los recursos necesarios que requiere una persona para poder satisfacer sus necesidades básicas, es decir, vivir en condiciones dignas. Así, en sentencia T-772 de 2003 se definió como “un presupuesto básico para el efectivo goce y ejercicio de la totalidad de los derechos fundamentales. Se constituye en una pre-condición para el ejercicio de los derechos y libertades constitucionales de la persona y en una salvaguarda de las condiciones básicas de subsistencia”
  (Subrayas propias)
5.5.4. Así las cosas, la demanda de amparo por su naturaleza preferente y subsidiaria no  tiene como objeto la protección de los derechos de índole prestacional o económicos, toda vez que para esa clase de controversia existe la jurisdicción ordinaria laboral. En el caso bajo estudio, la señora Navia Bravo no logró demostrar que no está en condiciones de soportar un trámite ordinario, ni acreditó que se encuentra frente a un perjuicio irremediable, ni que la ausencia del pago de las acreencias laborales afecta gravemente su mínimo vital, pues la actora se limitó a indicar que el salario que percibe constituye su única fuente de ingreso y no recibirlo la afecta a ella y a su familia, lo mismo que el no pago de los aportes de seguridad social,  sin que allegara prueba alguna para sustentar tales circunstancias; de tal manera, que la simple manifestación no permite inferir que la accionante es una persona que se encuentre en una situación de debilidad manifiesta o que sea un sujeto de especial protección constitucional que amerite la intervención del juez constitucional, si se tiene en cuenta que la señora Navia Bravo cuenta con 48 años de edad
 , sin algún tipo de problema de salud o mental que le impidan ejercer su labor de enfermera. 

5.5.5.  Por lo discurrido, esta Sala considera que el fallo estudiado debe ser confirmado.

5.5.6.  De todos  modos, esta Sala considera que debe hacer un llamado al juez de primer nivel en el sentido de que en futuras oportunidades verifique   con más diligencia los presupuestos que permiten inferir la competencia del Juez de tutela para resolver este tipo de asuntos, pues nótese que la accionante no formuló solicitud alguna frente al Ministerio de Trabajo, ni le atribuyó conducta activa u omisiva que generara vulneración a sus derechos fundamentales.  

5.5.7.  lo tanto, la  única entidad involucrada en la Litis era ESIMED S.A. y en tal virtud, la competencia para resolver esta controversia, según los lineamientos del Decreto 1983 de 2017, radicaba en cabeza de los juzgados municipales de este Distrito Judicial, toda vez que se trata de una entidad de naturaleza particular, lo que generaría entonces que esta Sala decretara una nulidad de lo actuado en primera instancia, sino fuera porque los principios de trascendencia y de la naturaleza residual de las nulidades procesales indican que solo se debe acudir a la nulidad cuando no existan mecanismos alternos de saneamiento del proceso, o cuando el vicio ha afectado las bases estructurales del debido proceso; por lo tanto, acorde con lo acontecido,  se puede determinar que una declaratoria de nulidad sería ineficaz, pues esta conllevaría a que se remitan las diligencias al juzgado competente en donde seguramente se declare la improcedencia de la acción para amparar los derechos de índole prestacional y laboral. 

En ese orden de ideas, la Sala confirmará la decisión de primer nivel.
DECISIÓN 

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

En ese orden de ideas, la Sala confirmará la decisión de primer nivel.
RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida el 9 de noviembre de 2018  por el Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, dentro de la acción de tutela interpuesta por la señora Luz Dary Navia Bravo  en contra de la empresa Estudios e Inversiones Médicas ESIMED S.A. y como vinculado el Ministerio de Trabajo.

SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-1.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-2.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-3.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-4.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-5.


� Sentencia T - 903 de 2008 entre otras.


� Sentencia T - 1219 de 2001


� Decreto 2591 de 1991, artículo 38. Sentencia T-407 de 2005 entre otras.


� Sentencia T-619 de 2016


� Ver sentencias T-762-08, T-376-07, T-607-07, T-652-07, T-529-07, T-935-06 y T-229-06, entre otras.  


� Ibídem. 


� Cfr. sentencias T-881 de 2010 y T-871 de 2011.


� Sentencia T-053 de 2014.


� Concepto replicado en las sentencias T-698 de 2009, T-686 de 2010 y T-1007 de 2012, entre otras.


� Fecha de nacimiento: 11 de marzo de 1970, según copia de la cédula de ciudadanía, folio 9
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